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Doctor

JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO
Secretario General

Cámara de Representantes

Ciudad.

Asunto: Radicación del proyecto de ley “por medio de la cual se modifica la Ley 1708 del 2014, código de extinción de dominio”
Respetado Secretario. 

Presentamos a consideración de la Cámara de Representantes el Proyecto de Ley “por medio de la cual se modifica la Ley 1708 del 2014, código de extinción de dominio”

Se anexan cuatro (4) copias del proyecto en medio físico y una copia en medio magnética. 

Cordialmente,   
BUENAVENTURA LEÓN LEÓN


ADRIANA MAGALI MATIZ VARGAS

Representante a la Cámara


Representante a la Cámara
JUAN CARLOS WILLS OSPINA
Representante a la Cámara
PROYECTO DE LEY NÚMERO _____ DE 2020 CÁMARA

“POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 1708 DEL 2014, CÓDIGO DE EXTINCIÓN DE DOMINIO”

El Congreso de Colombia

DECRETA

ARTICULO 1°. Modifíquese el artículo 16 de la ley 1708 del 2014, en cual quedará así: 

ARTÍCULO 16. CAUSALES. Se declarará extinguido el dominio sobre los bienes que se encuentren en las siguientes circunstancias:

1. Los que sean producto directo o indirecto de una actividad ilícita.

2. Los que correspondan al objeto material de la actividad ilícita, salvo que la ley disponga su destrucción.

3. Los que provengan de la transformación o conversión parcial o total, física o jurídica del producto, instrumentos u objeto material de actividades ilícitas.

4. Los que formen parte de un incremento patrimonial no justificado, cuando existan elementos de conocimiento que permitan considerar razonablemente que provienen de actividades ilícitas.

5. Los que hayan sido utilizados como medio o instrumento para la ejecución de actividades ilícitas.

6. Los que de acuerdo con las circunstancias en que fueron hallados, o sus características particulares, permitan establecer que están destinados a la ejecución de actividades ilícitas.

7. Los que constituyan ingresos, rentas, frutos, ganancias y otros beneficios derivados de los anteriores bienes.

8. Los de procedencia lícita, utilizados para ocultar bienes de ilícita 1a procedencia.

9. Los de procedencia lícita, mezclados material o jurídicamente con bienes de ilícita procedencia.

10. Los de origen lícito cuyo valor sea equivalente a cualquiera de los bienes descritos en los numerales anteriores, cuando la acción resulte improcedente por el reconocimiento de los derechos de un tercero de buena fe exenta de culpa.

11. Los de origen lícito cuyo valor corresponda o sea equivalente al de bienes producto directo o indirecto de una actividad ilícita, cuando no sea posible la localización, identificación o afectación material de estos.

PARÁGRAFO PRIMERO. También procederá la extinción de dominio respecto de los bienes objeto de sucesión por causa de muerte, cuando en ellos concurra cualquiera de las causales previstas en esta ley.

PARÁGRAFO SEGUNDO: No procederá las caudales anteriormente previstas cuando el propietario del bien inmueble pueda probar, en etapa administrativa preliminar, que desconocía que en su propiedad se estaba ejecutando directa o indirectamente una actividad ilícita. (Terceros de Buena Fe exentos de culpa en un proceso de extinción de dominio).
BUENAVENTURA LEÓN LEÓN


ADRIANA MAGALI MATIZ VARGAS

Representante a la Cámara


Representante a la Cámara
JUAN CARLOS WILLS OSPINA
Representante a la Cámara
Proyecto de ley N° ___ de 2020 Cámara

“POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 1708 DEL 2014, CÓDIGO DE EXTINCIÓN DE DOMINIO”

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
I. INTRODUCCIÓN.

Teniendo en cuenta lo establecido en la ley de Extinción de Dominio se incluyeron todas las conductas ilícitas consagradas en el Código Penal. Debe tenerse en cuenta que el sustento constitucional para la aplicación de las normas extintas consagradas en los artículos 34 y 58 de la Constitución política, debe realizarse un estudio sobre los principios constitucionales desatendidos en la norma, con el fin de no desnaturalizarla al afectar bienes sin un razonamiento lógico y coherente que vaya en contra de la realidad jurídica con la que se creó.
Cuando se arrienda un inmueble el arrendador actuando de buena fe, cede de forma temporal el uso y goce de la propiedad, para que un tercero llamado arrendatario desarrolle su actividad comercial, la problemática nace cuando el inquilino desarrolla actividades comerciales ilícitas y el inmueble se ve involucrado en un proceso de extinción.

La Fiscalía General de la Nación, como ente investigativo frente a la comisión de delitos en Colombia, puede iniciar una investigación e incluso dar apertura a un proceso de extinción de dominio tanto de un establecimiento de comercio como del inmueble arrendado, este último, si se logra comprobar que el arrendador era conocedor de las actividades ilícitas del arrendatario, acción ultima que en la práctica no sucede y se adelantan procesos de extinción de dominio, sin investigar la incidencia directa del arrendador sobre los hechos ilícitos cometidos por terceros.

La extinción de dominio procede cuando de conformidad con los artículos 15 y 16 de la Ley 1708 de enero de 2014, el ciudadano titular del derecho, ha sido vencido en juicio, puesto que el inmueble había utilizado para fines ilícitos.

Es de anotar que cuando se realizan los procesos de extinción de dominio, en muchos casos los bienes inmuebles confiscados por cometer actos ilícitos, en el interior de los mismos, no tienen relación de causalidad entre el inmueble donde se encontró el cuerpo del delito y el propietario, puesto que éste, lo tenía en arriendo.

La extinción de dominio es una figura jurídica tan delicada que se hace necesaria una revisión exhaustiva, toda vez que se ha detectado el exceso y abuso de autoridad y la expropiación, en muchos casos, no se compadece con el delito de forma directa.
Es de anotar que la figura de extinción de dominio mal aplicada, se encuentra como un hecho que viola el artículo 58 de la Constitución Política, según el cual el Estado actúa como garante de la propiedad privada, puesto que en todo momento deben prevalecer los derechos de los particulares sobre los bienes que han sido adquiridos de buena fe. De manera tal que la presente iniciativa legislativa debe lograr que en el proceso se otorguen las garantías plenas para que el individuo logre demostrar que es un tercero de buena fe exento de culpa y lograr con el parágrafo que se adiciona establecer que por ser propietario no siempre es responsable de las conductas delictivas desplegadas por los arrendatarios.

Para lo anterior, se debe tener en cuenta la prevalencia del derecho a la propiedad y las diferentes reiteraciones de la jurisprudencia nacional frente a los terceros de buena fe exenta de culpa, al ejercer la vigilancia y control de sus propiedades.
 Lo que hace indispensable el determinar si el propietario  de un bien inmueble o mueble tiene el deber de actuar acorde a cuidado y buena fe, respetando lo pactado en lo sustancial en la norma civil, al tener al mismo tiempo el compromiso en el aporte como guardián social, esto teniendo en cuenta jurisprudencia del Tribunal que determina la correspondencia entre el acontecer fáctico y la descripción legal de la causal 3ª del artículo 2º de la Ley 793 de 2002, también determinado el aspecto subjetivo de la acción.
II. OBJETO

El objeto de la presente iniciativa parlamentaria es modificar el artículo 16 de la Ley 1708 del 2014, por medio de la cual se expide el Código de Extinción de Dominio. Esto, con el fin de salvaguardad el derecho a la propiedad privada, evitando que la figura de extinción de dominio afecte a  terceros que actúan de buena fe y arriendan los inmuebles de su propiedad, desconociendo que se ejecuta alguna actividad ilícita en los mismos.  
III. MARCO LEGAL
 EXTINCIÓN DE DOMINIO 
La extinción del dominio es una figura novedosa que va más allá del comiso, la cual hoy en día se incorpora, partiendo de la base de que los bienes adquiridos de manera ilícita continúan siendo ilícitos de manera indefinida sin que el transcurrir del tiempo ni su traspaso a cualquier título puedan eliminar esta característica. Así las cosas, el Estado puede, en cualquier tiempo, iniciar las acciones pertinentes para extinguir el dominio sobre tales bienes, teniendo como única limitante los derechos de los terceros de buena fe, actuando de forma retrospectiva frente a la ley penal. (Iguarán & Soto, 2015, pág. 234)
Jairo Ignacio Acosta Aristizabal, establece como concepto que la acción de extinción de dominio, de estirpe constitucional, se erige como un instrumento vital en la lucha por la reparación a las víctimas y el restablecimiento del derecho.  Es indispensable destacar que para el autor la concepción de la figura de extinción de dominio consiste en recuperar de manos de las organizaciones criminales las ganancias que logran de manera rápida y continua y a cuyo disfrute tranquilo aspiran, para regresárselas a quienes legítimamente les corresponden. Tanto la función social de la propiedad como el amparo restrictivo de la misma, a su adquisición con justo título y con arreglo a las leyes civiles, permiten a esta herramienta judicial de carácter autónomo, determinar cuándo es aparente la titularidad del derecho de dominio que se ostenta. (Iguarán & Soto, 2015, pág. 234).

En la de extinción de dominio se sostiene que esta figura resulta ser una consecuencia patrimonial de actividades de carácter ilícito que deterioran gravemente la moral social, consistente en la declaración de titularidad a favor del estado de sus bienes a que se refiere dicha ley, por sentencia sin contraprestación ni compensación de naturaleza alguna para el afectado.

De lo anterior se destaca que la figura constituye un pilar para actuar en contra de los actos ilícitos de organizaciones al margen de la ley y no es vista como una medida en la cual se despoja del derecho a la propiedad a personas naturales que, bajo el amparo de un contrato civil de arrendamiento, entrar a perder la titularidad sobre sus bienes.
IV. PROPIEDAD PRIVADA
El derecho es concebido para regular las relaciones que se suscitan entre los integrantes de una sociedad, ya sean personas naturales o personas jurídicas. Dentro de este objeto de reglamentación se presenta, en igual forma, la normativización de las relaciones entre las personas y los bienes, al “ser una expresión que sirve para designar diferentes vínculos jurídicos patrimoniales” (Ternara, 2007, p. 17), dentro de los cuales aparecen los denominados derechos reales, el “titular tiene ciertos poderes jurídicos sobre el bien, para procurarse todos o parte de los beneficios, utilidades y servicios, estimables en dinero, que aquel puede proporcionar” (Terna & Matilla, 2006, p. 120). Es decir, la propiedad privada es un derecho real, es la relación jurídica que existe entre una persona natural o jurídica con un bien y es oponible a terceros. 

La Constitución Política de 1991 introdujo dos importantes cambios en el contenido y alcance del derecho a la propiedad en Colombia: en primer lugar, atribuyó a la propiedad privada una relación estrecha con los valores y principios ético-sociales que fundamentan el Estado, y en segundo lugar, asignó a este derecho una función social que lo enmarca. Ambas modificaciones son esenciales para entender la naturaleza y el alcance de la extinción de dominio en Colombia, así como de la acción de extinción de dominio frente a los ciudadanos.
Función Social de la propiedad privada

Ante la figura jurídica de la propiedad privada o derecho real de dominio, se desarrolló un concepto que lo limita, esto, en pro de del principio de prevalencia del interés general sobre el particular. En este orden de ideas se estableció que todo derecho debe ser limitado no solo por los ordenamientos jurídicos, sino por la existencia de una función que todo bien sujeto de derecho está obligado a cumplir las necesidades de la sociedad
. En palabras de Álvarez; 
Esta concepción de poder absoluto viene atemperada por el concepto de función social. Esta idea se debe al jurista francés León DUGUIT, que, si bien encontramos precedentes en Augusto COMTE,  entiende la propiedad no como un derecho sino como una función social. Desde esta perspectiva el propietario tiene obligaciones con respecto a sus cosas. Tiene el deber de realizar un uso adecuado en beneficio de la comunidad y serán las Leyes las que delimitarán el contenido de la propiedad en virtud de la función social de este derecho. (Álvarez, 2014, p. 21)

Protección normativa a la propiedad privada. 

El contexto normativo sobre la propiedad privada y su función social y ecológica se fundamenta en la promulgación de un Estado Social y Democrático de Derecho, a través de la Constitución de 1991, que adhirió, al ordenamiento jurídico colombiano, Tratados Internacionales ratificados por este país por medio del bloque de constitucionalidad, como mecanismos para cumplir los fines mismos del Estado. Entre ellos, la protección al derecho a la propiedad privada; el primer referente normativo es la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, adoptada mediante la resolución 217 del 74 de la ONU
, junto con la Convención e San José de Costa Rica 
, vinculada a través de la Ley 16 de 1972
, en donde se establece que toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes, bajo las limitaciones expuestas en la Ley que ostenta la potestad de subordinar estos atributos del derecho real de dominio de los bienes al interés social, por lo que se constituye la prohibición de privar a una persona de sus patrimonio, excepto que medie el pago de indemnización justa y bajo dos argumentos propios de la de utilidad pública o de interés social como únicos presupuestos para practicar excepcionalmente dicha expropiación. De forma taxativa la constitución establece que:

El derecho a la propiedad privada,  junto con los derechos adquiridos con arreglo a las Leyes civiles, no pueden ser desconocidos ni vulnerados, al igual que los tratados de carácter internacional y la excepción al carácter absoluto e inalienable del derecho al patrimonio,  se circunscribe a motivos de utilidad pública o interés socia bajo un postulado de representación socialista, según el cual, el interés privado debe ceder al interés público o social, toda vez que la propiedad enmarca una función social que implica obligaciones. (Asamblea Constituyente, 1991, Constitución Política, art. 58).
DERECHO A LA PROPIEDAD Y LA EXTINCIÓN DE DOMINIO 

El artículo 58, de la Constitución Política de Colombia, garantiza el derecho a la propiedad privada, siempre que ella haya sido adquirida con arreglo a las leyes civiles. Allí se señala que el Estado no puede desconocer este derecho, ni vulnerarlo por medio de leyes posteriores. 

Sin embargo, el derecho a la propiedad privada no es absoluto. De acuerdo con la Corte Constitucional: 
“el derecho de propiedad no es, per se, un derecho fundamental ya que el constituyente no lo ha dotado de esa precisa naturaleza. Si bien durante el Estado liberal originario, el derecho de propiedad era considerado como un derecho inalienable del ser humano y, por lo mismo, no susceptible de la injerencia estatal, hoy esa concepción está superada y esto es así al punto que en contextos como el nuestro, el mismo constituyente le ha impuesto límites sustanciales a su ejercicio”. 
De allí que, si bien se  reconoce como un derecho constitucional, este derecho es de segunda generación, esto es, un derecho adscrito al ámbito de los derechos sociales, económicos y culturales. 
Por ello, la jurisprudencia de esta Corporación sólo le ha reconocido al derecho de propiedad el carácter de derecho fundamental cuando está en relación inescindible con otros derechos originariamente fundamentales y su vulneración compromete el mínimo vital de las personas” (Sentencia C-740, 2003). 
Una de las principales limitaciones del derecho a la propiedad tiene que ver con la relación que existe entre este derecho y los valores que el Estado tiene la función de realizar en la sociedad. Al respecto, la Corte Constitucional colombiana ha explicado que “uno de los pilares fundamentales del Estado colombiano está constituido por el trabajo. La Constitución reconoce y ampara la propiedad obtenida con base en el esfuerzo y en el mérito que el trabajo implica y se lo desestimularía en alto grado si se admitiera que, sin apelar a él, de modo fácil, por fuera de escrúpulos y restricciones, puede obtenerse y acrecentarse el patrimonio personal y familiar” (Sentencia C-374, 1997). 
LA BUENA FE COMO LÍMITE DE LA EXTINCIÓN DE DOMINIO

En el contexto Constitucional el artículo 83 establece que: “las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que ellos adelanten ante estas”.
A nivel jurisprudencial la buena fe se constituye como un límite material a la extinción de dominio, según lo establece la Sentencia C-1007, 2002, La Corte Suprema de Justicia ha explicado esta máxima legal y su relación con la buena fe creadora de derecho de la siguiente manera:

“Tal máxima indica que, si alguien en la adquisición de un derecho o de una situación comete un error o equivocación y, creyendo adquirir un derecho o colocarse en una situación jurídica protegida por la ley, resulta que tal derecho o situación no existen por ser meramente aparentes, normalmente y de acuerdo con lo que se dijo al exponer el concepto de la buena fe simple, tal derecho no resultará adquirido. 

Pero si el error o equivocación es de tal naturaleza que cualquier persona prudente y diligente también lo hubiera cometido, por tratarse de un derecho o situación aparentes pero en donde es imposible descubrir la falsedad o no existencia, nos encontramos forzosamente, ante la llamada buena fe cualificada o buena fe exenta de toda culpa.

Se pregunta: ¿quién ha cometido un error semejante debe ser tratado en la misma forma en que es tratado quien obra con una buena fe o buena fe no cualificada, o si por el contrario, habrá necesidad de dotar de efectos jurídicos superiores la buena fe exenta de culpa?

El derecho antiguo al decir que un error común creaba derecho, pretendió gobernar con otro criterio la buena fe exenta de culpa. Para ello se llegó al extremo de expropiar el derecho al titular verdadero para adjudicarlo a quien había obrado con una fe exenta de culpa, vale decir, convirtió lo que resultó aparente, en realidad, o lo que es lo mismo, el propio orden jurídico creaba por sus propias energías el derecho o situación que realmente no existía” (Sentencia del 23 de junio de 1958).

Si se lee con detenimiento la descripción que hace la jurisprudencia, puede apreciarse que esta buena fe cualificada tiene dos elementos fundamentales necesarios para que pueda crear un derecho digno de reconocimiento y protección jurídica: un elemento subjetivo, consistente en la conciencia de haber obrado conforme a derecho, y un elemento objetivo, consistente en haber realizado actos que demuestren diligencia y cuidado suficientes para merecer un tratamiento diferenciado frente a quienes actúan con pura buena fe simple.
Conceptos que, en la aplicación de la ley de extinción de dominio, no se están teniendo en cuenta para personas naturales arrendadores y se juzga con el mismo rasero a quienes bajo acciones de corrupción o con acciones ilícitas como narcotráfico, entre otras entran a adquirir bienes inmuebles obtenidos en acciones contrarias a la ley.

Según concepto de la Corte Constitucional, “a diferencia de la buena fe simple que exige solo una conciencia recta y honesta, la buena fe cualificada o creadora de derecho exige dos elementos a saber: uno subjetivo y otro objetivo. El primero hace referencia a la conciencia de obrar con lealtad, y el segundo exige tener la seguridad de que el tradente es realmente el propietario, lo cual exige averiguaciones adicionales que comprueben tal situación. Es así que, la buena fe simple exige solo conciencia, mientras que la buena fe cualificada exige conciencia y certeza” (Sentencia C-1007, 2002).

MARCO NORMATIVO 

A nivel nacional, dentro del marco normativo, se tiene la Ley 1708 del 20 de enero de 2014, que entró a regular el código de extinción de dominio antecedida por la ley 793 de 2002, por la cual se deroga la Ley 333 de 1996 y se establecen las reglas que gobiernan la extinción de dominio y la Ley 785 de 2002.

A nivel internacional, la ley  sobre extinción de dominio presentó la ley modelo sobre la extinción de dominio como una iniciativa del programa legal en América Latina y el Caribe, concebido como una herramienta práctica que facilita la lucha contra la droga, el crimen organizado, la corrupción y el terrorismo, en la misma se destaca que la extinción de dominio es un instituto jurídico dirigido contra los bienes de origen o destinación ilícita, entendido como un instrumento de política criminal que busca complementar el conjunto de medidas institucionales y legales adoptadas por los países.

Por otra parte, países como la Republica de Honduras, desde el año 2010, estableció la ley sobre la privación definitiva del dominio de bienes de origen ilícito, de conformidad a lo establecido por parte de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y los demás Instrumentos ratificados por este país. 

En países como México, se expidió la ley federal de extinción de dominio, reglamentaria del artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y se reforma y adiciona la ley de amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

En países como el Salvador, se estableció la ley especial de extinción de dominio y de la administración de los bienes de origen o destinación ilícita.

En países como Guatemala, se determinó la Ley de Extinción de Dominio bajo el DECRETO NÚMERO 55-2010.

ANALISIS JURISPRUDENCIAL 

Una vez realizado un esquema, tanto normativo como doctrinario, se presentará un estudio jurisprudencial sobre los fallos emanados por las altas Cortes, con el fin de determinar los lineamientos que se dan sobre los procesos de extinción de dominio.
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Radicado: 110010704014201100033 01

Magistrado ponente:

María Idalí Molina Guerrero. (Numeral 3° del artículo 2º de la Ley 793 de 2002)


	No procede extinción de dominio frente a la cuota parte propiedad de Cielo Cardona Buriticá. Procede extinción de dominio frente a la cuota parte propiedad de Carlos Alberto Cardona Buriticá.
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	 Radicado 110010704014201000007 02

Magistrado ponente: María Idalí Molina Guerrero

(Numerales 2º del artículo 2º de la Ley 793 de 2002)
	No procede extinción de dominio frente al bien identificado con matrícula No. 370-39501 

Procede extinción de dominio frente al bien identificado con matrícula No. 375-32981.
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	     Radicado: 110010704012200900022 02

Magistrado ponente:
María Idalí Molina Guerrero

Numeral 2° del artículo 2º de la Ley 793 de 2002


	Procede extinción de dominio sobre los inmuebles identificados con matrículas inmobiliarias Nos. 162-0014195, 162-0011063, 162-0018047, 106-6346, 106-599, 50N-20051619 y 50N-20051639
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	      Radicado:

110010704011200900014 03 (E.D.2011-013)

Magistrado ponente:
María Idalí Molina Guerrero.


	Procede extinción de dominio.
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	      Radicado:

110010704011200500047 03

Magistrado ponente:
María Idalí Molina Guerrero

Numeral 2° del artículo 2º de la Ley 793 de 2002


	Procede extinción de dominio sobre los inmuebles identificados con: Matrícula Inmobiliaria No. 370-49021, Lote 92 manzana D. Urbanización Cuarto de Legua. Matrícula Inmobiliaria No. 290-6891 finca la Judea 178 HAS. Matrícula Inmobiliaria No. 375-20179 – Lote Rural “El Coque”- Cartago (Valle). Matrícula Inmobiliaria No. 280-1076 – Finca “Villa Rosario”- Montenegro (Quindío). Matrícula Inmobiliaria No. 280-14202 – Lote Rural “La Pastora” –Montenegro Quindío). Matrícula Inmobiliaria No. 375-41077 – Lote Rural sin dirección – Cartago (Valle).  Matrícula Inmobiliaria No. 375-45789- Predio Rural 534 HAS –Obando (Valle).

	TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ SALA PENAL
	Radicado:
110010704014201100064 01

Magistrado ponente: María Idalí Molina Guerrero.
Numeral 3° del artículo 2º de la Ley 793 de 2002
	Procede extinción de dominio sobre el inmueble identificado con matrícula inmobiliaria núm. 300-8837

	TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ SALA PENAL
	Radicado: 110010704012201100087 01 (ED.061)

Magistrado ponente:
Pedro Oriol Avella Franco

Numeral 3º del artículo 2º de la Ley 793 de 2002
	
No procede extinción de dominio




De los fallos anteriores se pueden analizar varios aspectos, iniciando con el concepto de derechos adquiridos, que son las consecuencias jurídicas nacidas en virtud de una ley vigente al cumplimiento de un hecho previsto en la misma ley. La jurisprudencia ha señalado en reiteradas oportunidades que la noción de derecho adquirido se contrapone a la de mera expectativa ... Por derecho adquirido ha entendido la doctrina y la jurisprudencia aquél derecho que ha entrado al patrimonio de una persona natural o jurídica y que hace parte de él, y que, por lo mismo, no puede ser arrebatado o vulnerado por quien lo creó o reconoció legítimamente. Lo anterior conduce a afirmar que el derecho adquirido es la ventaja o el beneficio cuya conservación o integridad, está garantizada, en favor del titular del derecho, por una acción o por una excepción.
Un caso puntual a analizar puede ser el establecido en la sentencia (Sent. Radicado N° 110010704012201100057 de 2012 M.P. Pedro Oriol Avella Franco), en la que se  entró a considerar que acorde con lo señalado en el artículo 63 del código civil, se está en presencia de un tercero de buena fe exento de culpa, por cuanto cumplió con los actos jurídicos y las obligaciones que le eran exigibles, obró con lealtad y la intención de realizar el fin social y jurídico de la propiedad, toda vez que de acuerdo a los medios concluyentes se verifica la ocurrencia de la causal contenida en el numeral 3º del artículo 2º de la Ley 793 de 2002, (Norma que ha sido modificada por las Leyes 1395 de 2010 y 1453 de 2011). 

Por cuanto el inmueble afectado se utilizó como medio o instrumento para la comisión de actividades ilícitas, ya sea destinada a éstas o correspondan al objeto del delito, concretamente el tipo penal por el que se procedió fue el Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, contemplado en el artículo 376 de la Ley 599 de 2000. En donde posteriormente la sala estudio la conducta desplegada por la propietaria del inmueble respecto al deber de vigilancia, como quiera que en este caso se consta un derecho adquirido legítimamente cuya destinación incumplió la función social y ecológica de la propiedad establecida en la Constitución, es decir se impone al titular del derecho unas obligaciones en el contexto de un Estado Social de Derecho. También en esta sentencia la sala decidió dar aplicación a lo normado en el artículo 2031 del Código civil, en donde la afectada patentizó su deber de vigilancia sobre el predio, tomando las acciones que legalmente le otorga el ordenamiento jurídico cuando el uso, goce o tenencia de la propiedad está en manos de terceras personas. Determinado que la propietaria administró el bien con la función social y ecológica para la que estaba destinada, sin que sea posible atribuirle la carga de un comportamiento ajeno a su voluntad.

OBLIGACIONES DEL ARRENDADOR 

De acuerdo Obligaciones del arrendador sobre el bien inmueble, se hace necesario tratar el concepto de función social, en el que se establece que la vida en comunidad implica la prevalencia de lo social sobre lo individual y que el propietario no es un sujeto privilegiado, sino que debe administrar lo que posee en función de los intereses sociales, los que predominan sobre su interés personal, de manera que su propiedad sólo se garantiza, en la órbita individual, a condición de que se satisfagan los fines de beneficio colectivo. (Velandia Sánchez, Martínez Arango, 
Según lo establecido por el artículo 3 del decreto 180 de 1988 y el artículo 34 de la ley 30 de 1|986, en su parágrafo primero.- el arrendatario prohíbe expresa y terminantemente al ARRENDATARIO dar al inmueble destinación con fines ilícitos como los contemplados en el literal b) del parágrafo del artículo 3 del decreto 180 de 1988 y el artículo 34 de la ley 30 de 1986 y, en consecuencia, EL ARRENDATARIO se obliga a no utilizar el inmueble , de este contrato, para ocultar o como depósito de armas, explosivos o dineros de grupos terroristas, artículos de contrabando o para que en él se elaboren o almacenen, vendan o usen, drogas, estupefacientes o sustancias alucinógenas y afines. EL ARRENDATARIO se obliga a no guardar, ni permitir que se guarden en el inmueble arrendado, sustancias inflamables o explosivas(…)
El anterior articulado tiene una estrecha conexión con el artículo 1996 del Código Civil, en el cual se establece las obligaciones del arrendatario de usar la “cosa” según los términos establecidos en el contrato, por lo que se  concluye que el contratante cumplirá con lo pactado, pues “el mismo contrato viene a resolver cualquier duda que pudiera presentarse al respecto, si el contrato es una ley para las partes y si debe ejecutarse de buena fe (arts. 1602 y 1603).
Ahora bien, se hace pertinente traer a colación que la vigilancia y el control se debe realizar de una forma diligente por parte del propietaria, quien en primera instancia tienen la obligación de visitar el predio. Se debe hacer de una forma diligente, es en este punto donde recae sobre el observando que se encuentra en buen estado, que se está utilizando en lo que se pactó dentro del contrato, que no se subarriende, que no estén cometiendo actividades ilícitas en el predio, preguntándole a los vecinos que si ha observado algún comportamiento extraño o que si se ha visto a personas diferentes a las que se les arrendó. De esta manera,  si llegare a pasar que se encuentra el predio en alguna actividad ilícita como venta de estupefacientes, ventas de celulares hurtados o alguna actividad en contra de la ley, se deberá poner la debida denuncia a la policía y fiscalía para que tenga conocimiento sobre lo que está aconteciendo, para que más adelante no recaiga la acción de extinción del derecho de dominio en la cual dice que no importa en cabeza de quien esté, pero que si llegara a faltas en una actividad ilícita, la extinción procederá. (Parra, 2012) 
La iniciativa legislativa nace sobre el debate de entrar a demostrar que las personas que actúan en buena fe, frente a un contrato de arrendamiento o un préstamo que se hubiere hecho a favor de hipoteca sobre un bien inmueble, tendrán que probar la buena fe exenta de culpa. La jurisprudencia al respecto, se referido de la siguiente manera: existe la buena fe simple y la buena fe cualificada, en las cuales se dice que la buena fe cualificada es la que dice cual esta y que carece de error o que asegura que si se le reconoce que fue de buena fe, la cual se probó como una buena fe exenta de culpa. (Parra, 2012)
INCIDENCIA DEL PROYECTO DE LEY 
La extinción del derecho de dominio, a lo largo de su normatividad, vislumbra la transformación de la ley desde 1989.  Después la de 1996, que fue derogada por la Ley 793 de 2002 y  la 1453 de 2011 y el nuevo código de extinción de dominio Ley 1708 de 2014, es una ley de manera drástica pero que tiene una aplicación inmediata en Colombia, razón por la cual la temática como el derecho de propiedad los contratos de arrendamientos, la buena fe desde el Código Civil y los pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia en sus diferentes salas tanto civil como penal en lo que se refiere a la buena fe simple, buena fe cualificada y la buena fe exenta de culpa son los temas principales bajo los cuales se realizó el presente proyecto de ley.
La acción de extinción de dominio se trata de una acción real autónoma que no tiene por qué regirse por la dinámica de la acción reivindicatoria y puede promoverse contra particulares sin que exista límite constitucional, razón por la cual, con la modificación propuesta se quiere llegar a que dicho límite no vaya más allá de los derechos de los terceros exentos de culpa y quienes actúan bajo el marco de la buena fe. 
Se debe llegar a la conclusión de que el Estado no se encuentre legitimado para presumir la ilícita procedencia de los bienes objeto de extinción de domino, pues una cosa es que ésta sea una acción constitucional pública; consagrada de manera directa y expresa por el constituyente y legalmente regulada como una institución totalmente autónoma de la acción penal, a la que no le resultan aplicables garantías penales como la presunción de inocencia y otra completamente diferente que aquél se encuentre exonerado del deber de demostrar esa ilícita procedencia. 

Se debe tener en cuenta la buena fe del tercero, toda vez que en la ley 1708 de 2014, no se encuentra de manera expresa que sea un sujeto procesal, ya que como su nombre lo indica no tiene nada que ver con los fundamentos de las causales de extinción de dominio, ni con las actividades ilícitas que se pregonan sobre los bienes.  Sin embargo, el hecho de obtenido la titularidad a través de un negocio jurídico de un derecho real, principal o accesorio, en algún momento determinado se puede ver afectado con la imposición de una medida cautelar en el proceso de extinción de dominio, para lo cual al demostrar que actuó bajo los postulados del tercero de buena fe exenta de culpa al momento de la adquisición del bien, tal derecho debe ser reconocido desafectándolo.

De los Honorables Congresistas,
BUENAVENTURA LEÓN LEÓN


ADRIANA MAGALI MATIZ VARGAS

Representante a la Cámara


Representante a la Cámara
JUAN CARLOS WILLS OSPINA
Representante a la Cámara
�La Carta de 1991, al reproducir con mayor énfasis los términos en que fue concebida la propiedad-función social en las normas precedentes, zanjó definitivamente la polémica propiciada por quienes, no obstante las expresiones del antiguo artículo 30 de la Constitución, sostenían que no debería leerse en el sentido de ser la propiedad una función social sino de tenerla, con lo cual, de haber sido aceptado, se desdibujaba por completo el alcance jurídico que a dicho concepto quiso dar el Constituyente desde la reforma del año 36. Hoy, por tanto, habiendo declarado el artículo 58 de la Carta, después de largos debates en el seno de la Asamblea Nacional Constituyente, que "la propiedad es (subraya la Corte) una función social que implica obligaciones" y que, "como tal, le es inherente una función ecológica", no cabe duda de que, a la luz del Estatuto Fundamental, el derecho de propiedad, en sí mismo relativo y sometido a restricciones, únicamente se reconoce y protege en la medida en que revierta, a favor de la sociedad y en beneficio del interés colectivo, que prevalece. Al respecto, no sobra reiterar que las obligaciones derivadas de la preceptiva constitucional, a cargo de todo propietario, pueden ser definidas por la Ley y concretadas por los jueces a través de mecanismos tales como la expropiación o la extinción del dominio, según lo ha destacado la Corte (Cfr. sentencias C-066 del 24 de febrero y C-216 del 9 de junio de 1993), de lo cual resulta que el sistema jurídico tiene contemplados los mecanismos y procedimientos con arreglo a los cuales, sin desconocer los derechos del dueño, se puede deducir en la práctica la relatividad de los mismos y su sometimiento a la prevalencia del interés público, así como el cumplimiento de las obligaciones, cargas y deberes que supone la función social. Así las cosas, no se puede alegar la función social o las restricciones constitucionales al derecho de propiedad como justificación para quebrantarlo de hecho, o mediante la violencia o el uso de la fuerza física, como ocurre cuando se comete cualquiera de los delitos contemplados en la legislación que tienen precisamente a la propiedad como valor jurídico protegido. Uno de ellos es el de la invasión de tierras o inmuebles, cuya ilicitud, en los términos definidos por la disposición acusada, debe conducir a la imposición de sanciones proporcionales a la agresión, indispensables para la efectiva garantía que consagra el artículo 58 C. P” (Corte Constitucional, 1997, C- 157)





� En este sentido la Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada y proclamada por la Resolución de la Asamblea General 217 A (iii) del 10 de diciembre de 1948. Artículo 17. 1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente. 2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad.


� Para ampliar la información “la Convención Americana Sobre Derechos Humanos suscrita en la Conferencia Especializada Interamericana Sobre Derechos Humanos. San José, Costa Rica 7 al 22 de noviembre de 1969, establece en su artículo “21. Derecho a la Propiedad Privada. 1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La Ley puede subordinar tal uso y goce al interés social. 2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y según las formas establecidas por la Ley. 3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre deben ser prohibidas por la Ley”. (CADH, 1969, art. 21)


� Por otra parte, la Ley 16 de 1972, por medio de la cual se aprueba la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa Rica", firmado en San José, Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969" (Congreso de la Republica, Ley 16 de 1972).





